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Revisión judicial 
procedente de la Junta 
Reglamentadora de 
Telecomunicaciones de 
Puerto Rico 
 
Número: FC-27, FC-38, 
FC-39, FC-41, FC-59, 
FC-74, FC-75, FC-08 y 
FC-23 
 
Multa administrativa  
 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 
 

Comparece Liberty Cablevision, Inc. a solicitar la revisión judicial y 

revocación de la resolución y orden notificada el 17 de septiembre de 

2015 por la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones de Puerto 

Rico. Mediante el referido dictamen, este organismo le impuso a la 

recurrente una multa ascendente a $188,851.73 por presentar sus 

informes de ingresos anuales y estados financieros auditados fuera del 

término dispuesto en el Reglamento Núm. 7486, infra, y en la Orden 

Administrativa JRT-2008-OA-005, infra. 

Luego de evaluar los méritos del recurso, considerar los 

argumentos de ambas partes y examinar minuciosamente las 

disposiciones legales que generan la multa impuesta, resolvemos que 

procede la revocación de la resolución recurrida.  

Reseñemos de inmediato los antecedentes del caso para luego 

analizar las disposiciones legales que han sido impugnadas por la parte 

recurrente.  
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I 

San Juan Cable LLC y Liberty Cablevision of Puerto Rico LLC eran 

dos empresas que operaban de manera independiente en el ofrecimiento 

de servicios de telecomunicaciones, hasta que el 8 de noviembre de 2012 

se fusionaron. Aun cuando prevaleció el número de registro en el 

Departamento de Estado de la primera, la nueva empresa adoptó el 

nombre de la segunda, Liberty Cablevision of Puerto Rico LLC, en 

adelante, Liberty.1  

El 29 de junio de 2011 San Juan Cable sometió los estados 

financieros auditados correspondientes al año económico 2010. El 16 de 

enero de 2015, ya fusionadas ambas empresas, Liberty presentó los 

estados financieros auditados de los años 2012 y 2013, en los que incluyó 

también las operaciones de San Juan Cable. Ante el retraso en la 

presentación de esos informes, el 17 de septiembre de 2015 la Junta 

Reglamentadora de Telecomunicaciones de Puerto Rico (la Junta), emitió 

la resolución y orden recurrida.2 Le impuso a Liberty una multa de 

$188,851.73 por no presentar los estados financieros auditados dentro del 

término reglamentario dispuesto en el Reglamento Núm. 7486, infra,3 y la 

Orden Administrativa JRT-2008-OA-005, original y enmendada.4 La multa 

se desglosó de la siguiente manera: 

AÑO EN 
INCUMPLIMIENTO 

CÁLCULO DE MULTA TOTALES 

 
2010 OneLink5 

Primer mes: $500 
29 de junio 2011 (prorrateado): 
$966.57 

 
$1,466.57 

 
 
 
 
 
2012 Liberty 

Primer mes: $500.00 
6 meses: $6,000.00 
Dic. 2013 (prorrateado conforme 
a la enmienda): $419.35 
18 días de Dic. 2013 
(prorrateado conforme a la 
enmienda): $2,903.23 

 
 
 

 
 

$72,402.58 

                                                 
1
 Véase el documento suscrito por ambas, Certificate of Merge of Liberty Cablevision of 

Puerto Rico LLC with and into San Juan Cable LLC, del que tomamos conocimiento 
judicial. 

2
 Apéndice del recurso, págs. 1-5. 

3
 Apéndice del recurso, págs. 20-30. 

4
 La Orden Administrativa JRT-2008-OA-005 se emitió el 13 de agosto de 2008; véase, 

Apéndice del recurso, págs. 31-35. Dicha orden se enmendó el 13 de diciembre de 
2013; véase, Apéndice del recurso, págs. 36-38. 

5
 En referencia a San Juan Cable LLC. 
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Año 2014: $60,000.00 
16 días enero 2015 
(prorrateado): 
$2,580.00 

 
 
 
 
 
2012 OneLink 

Primer mes: $500.00 
6 meses: $6,000.00 
Dic. 2013 (prorrateado conforme 
a la enmienda): $419.35 
18 días de Dic. 2013 
(prorrateado conforme a la 
enmienda): $2,903.23 
Año 2014: $60,000.00 
16 días enero 2015 
(prorrateado): $2,580.00 

 
 
 

 
 

$72,402.58 

 
2013 Liberty 

Mayo 2014 / Enero 2015: 
$40,000.00 
16 días enero 2015 
(prorrateado): $2,580.00 

 
 

$42,580.00 

  
Gran Total: 

 
$188,851.73 

 

No conforme con la sanción impuesta, el 7 de octubre de 2015, 

Liberty presentó una solicitud a la Junta para que reconsiderara su 

decisión.6 El escrito fue acogido,7 pero no fue resuelto dentro del término 

de noventa días dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, infra. Consiguientemente, Liberty acudió ante este foro revisor, 

en el que señaló los siguientes errores: 

Erró la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones al 
imponerle multas a Liberty al amparo de la Regla 7 del 
Reglamento sobre imposición de cargos, que no es aplicable y, 
más aún, es ultra vires. 

Erró la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones al 
imponerle multas a Liberty a la luz de la Orden Administrativa 
Núm. JRT-2008-OA-0005, que se aprobó sin llevar a cabo el 
procedimiento formal establecido en la LPAU para la 
formulación y aprobación de reglas legislativas. 

Erró la Junta al imponer multas a Liberty que son 
irrazonables y que conducen a la comisión de una injusticia. 

 

 Luego de la concesión de la prórroga solicitada, la Junta 

compareció con su alegato en oposición en el que plantea la validez de 

sus actuaciones y del reglamento impugnado.  

 Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, reseñamos 

el marco doctrinal pertinente a las cuestiones planteadas con el objetivo de 

resolver las cuestiones planteadas. 

 

                                                 
6
 Apéndice del recurso, págs. 6-17. 

7
 Apéndice del recurso, págs. 18-19. 
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II. 

- A - 

La Ley de Telecomunicaciones de Puerto Rico, Ley Núm. 213-

1996, 27 L.P.R.A. § 265 et seq., (Ley 213-1996) establece que la 

prestación del servicio de telecomunicaciones es uno de alto interés 

público. Este estatuto aspira a la eliminación de las barreras de 

competencia en el campo de las telecomunicaciones y a reglamentar a 

los proveedores de servicios según su posición en el mercado. Caribe 

Comms., Inc. v. P.R.T. Co., 157 D.P.R. 203, 217 (2002). 

Asimismo, la Ley 213-1996 crea la Junta Reglamentadora de 

Telecomunicaciones de Puerto Rico con las prerrogativas y los poderes 

necesarios para establecer un régimen reglamentario que, entre otras 

encomiendas: (1) garantice la disponibilidad de servicios de 

telecomunicaciones universales a un costo razonable para todos los 

ciudadanos en Puerto Rico; (2) vele por la eficiencia del servicio 

telefónico, televisión por cable y otros servicios de telecomunicaciones; 

(3) garantice que se continúen prestando los servicios de índole social, 

tales como teléfonos públicos y rurales y guías de información que el 

pueblo necesita; (4) promueva la competencia; y (5) permita y le asegure 

a los puertorriqueños los mismos privilegios de telecomunicación e 

información que disfrutan los ciudadanos en los Estados Unidos. 

Exposición de Motivos, Ley 213-1996, 27 L.P.R.A. § 265, 267 y ss.  

La Junta Reglamentadora tiene “jurisdicción primaria sobre todos 

los servicios de telecomunicaciones8 y sobre todas las personas que 

rindan estos servicios dentro del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y 

sobre toda persona con un interés directo o indirecto en dichos servicios o 

compañías”. 27 L.P.R.A. § 267e. Esta jurisdicción está limitada a “todo 

aquello que no esté en conflicto con las disposiciones estatutarias y 

reglamentarias federales, especialmente las que corresponden a la 

                                                 
8
 La Ley 213-1996 define el “servicio de telecomunicaciones” como “la oferta de 
telecomunicaciones directamente al público mediante paga, o a tales clases de 
usuarios que efectivamente haga el servicio disponible directamente al público, sin 
importar las instalaciones o medios utilizados. 27 L.P.R.A. § 265a(aa). 
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Comisión Federal de Comunicaciones, así como aquellas normas 

federales que ocupen el campo”. Id.  

La Asamblea Legislativa delegó a la Junta Reglamentadora 

amplios poderes cuasi-adjudicativos y cuasi-legislativos. De hecho, la ley 

habilitadora dispone que la interpretación del estatuto debe ser liberal, y 

que no solo cuenta con los poderes enumerados, sino con todas aquellas 

facultades implícitas e incidentales apropiadas y necesarias para alcanzar 

los fines de la Ley, sujeto “al sobreseimiento de dichos poderes por 

legislacion federal o reglas de la Comisión Federal de Comunicaciones”. 

27 L.P.R.A. § 267i. Énfasis nuestro. 

La Junta Reglamentadora también está autorizada por ley a 

adoptar, promulgar, enmendar y derogar reglas, órdenes y reglamentos 

necesarios para el ejercicio de sus facultades y el desempeño de sus 

deberes. Al ejercer esta función cuasi-legislativa, la Junta debe regirse 

por las disposiciones de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, 

infra. 27 L.P.R.A. § 267f(a). Caribe Comms., Inc. v. P.R.T. Co., 157 

D.P.R., págs. 219-220. Además, dentro del marco de los poderes 

conferidos, la Junta está facultada para imponer como medida punitiva 

multas administrativas razonables, por violaciones a su ley habilitadora, 

reglamentos y órdenes, hasta un máximo de $25,000.00 por violación. 27 

L.P.R.A. § 267f(b); Caribe Comms., Inc. v. P.R.T. Co., 157 D.P.R., págs. 

220-221. Énfasis nuestro. 

No obstante, la Asamblea Legislativa amplió el poder de la Junta 

para imponer multas administrativas cuando determine que la estructura 

de precios y cargos de las compañías de telecomunicaciones o de cable 

no esté basada en los costos. En estos casos, el organismo 

administrativo puede suspender permanentemente las tarifas e imponer 

multas administrativas hasta un máximo de $25,000.00 por cada 

violación. Ahora bien, en el caso de una violación continua en este 

renglón de la industria, cada día que transcurre constituye una ofensa 

por separado, por lo que la multa puede ascender hasta $250,000.00. 27 
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L.P.R.A. § 269f(d). Énfasis nuestro. Esta es la única instancia en la que la 

Ley 213-1996 autoriza la extensión de la multa hasta esta cuantía y a 

considerar cada día por separado una violación distinta. 

 De otra parte, el estatuto dispone que la Junta Reglamentadora 

allegará ingresos por medio de la imposición de cargos anuales a las 

compañías que ofrecen los servicios de telecomunicaciones o de cable. 

Estos ingresos se utilizarán para cubrir los gastos de funcionamiento de la 

Junta Reglamentadora en el cumplimiento de sus responsabilidades y 

para establecer una reserva, que asegure la operación continua y 

eficiente de estos sistemas y servicios. 27 L.P.R.A. § 267j(a).  

La cuantía que cada compañía de la industria —cuyo ingreso anual 

sujeto a cargo sea de $25,000.00 o más— está obligada a pagar, se fija 

proporcionalmente a base del ingreso bruto generado anualmente, y no 

excederá el 0.25% de este. Estos cargos se satisfacen trimestralmente. 

27 L.P.R.A. § 267j(a-c). Para ello, la Ley 213-1996 estatuye que  

[t]oda compañía de telecomunicaciones o cable someterá la 
información requerida por la Junta en la forma y en los formularios 
que determine esta de manera que la Junta pueda indicar las 
cantidades de los cargos establecidos en esta sección. La Junta 
no estará obligada a dar notificación previa ni oportunidad de 
vista antes de imponer cualquier cargo. 

27 L.P.R.A. § 267j(d). (Subrayado y énfasis nuestro). 

 
Una vez computado y notificado el cargo a pagar, las compañías 

de telecomunicaciones y cable deben satisfacer el monto de los cargos 

impuestos dentro de un periodo no mayor de treinta días. En caso de 

incumplimiento, las compañías están sujetas al pago de los intereses y 

penalidades que la Junta determine mediante reglamento. 27 L.P.R.A. § 

267j(f). 

- B - 

 Al amparo del Artículo II-11 de la Ley 213-1996, la Junta 

Reglamentadora aprobó el Reglamento sobre Imposición de Cargos a las 

Compañías de Telecomunicaciones, Reglamento Núm. 7486, efectivo a 

partir de 26 de abril de 2008. Este reglamento se promulgó con el 

propósito de regir la imposición de cargos anuales que la Junta 
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Reglamentadora impone a las compañías de telecomunicaciones y cable. 

Regla 2, Reglamento Núm. 7486. La referida reglamentación cuenta con 

una cláusula de separabilidad. Regla 10, Reglamento Núm. 7486.  

El Reglamento Núm. 7486 obliga a todas las compañías, 

independientemente de su ingreso anual, a informar sus ingresos brutos, 

en el formulario titulado Declaración de Ingresos Brutos Anuales de 

Compañías de Telecomunicaciones, dentro de los sesenta días siguientes 

al cierre del año económico. Regla 4(d), Reglamento Núm. 7486. Sin 

embargo, las compañías con ingresos brutos anuales que exceden el 

millón de dólares deben cumplir con un requisito adicional, a saber: 

Si el ingreso bruto total de la compañía excede de un millón de 
dólares ($1,000,000.00), además del formulario de Declaración de 
Ingresos Brutos Anuales de Compañías de Telecomunicaciones, 
la compañía deberá radicar, en un periodo no mayor de ciento 
veinte (120) días desde el cierre de su año económico, estados 
financieros auditados por un contador público autorizado. Dichos 
estados deben estar certificados en original y deben de estar 
preparados de acuerdo a principios de contabilidad generalmente 
aceptados e incluirán una certificación sobre el ingreso 
intraestatal utilizado para calcular el ingreso sujeto a cargos 
reglamentarios, la cual se hará mediante un anejo titulado Ingreso 
Intraestatal Sujeto a Cargos Reglamentarios, al final de los 
estados financieros auditados. Se exceptúan de este requisito, las 
compañías cuyas acciones son vendidas en el mercado de 
valores (public traded companies), las cuales podrán presentar el 
estado financiero anual que se publica como requisito del 
Securities Exchange Commission (SEC), al cual añadirán la 
certificación antes descrita. 

Regla 4(e), Reglamento Núm. 7486. (Subrayado nuestro). 

 
 El pago se somete dentro de un término de treinta días, a partir de 

la fecha de terminación de cada trimestre. Su incumplimiento acarrea 

intereses y penalidades por mora, conforme a la reglamentación así 

promulgada. Reglas 5-6, Reglamento Núm. 7486. La cuantía a pagar es 

impugnable ante la Junta Reglamentadora y revisable judicialmente. 

Reglas 9-10, Reglamento Núm. 7486. En el caso en que las compañías 

incumplan su deber de informar, la Regla 7 dispone: 

Cualquier compañía de telecomunicaciones que se niegue a 
informar sus ingresos brutos anuales en la forma dispuesta por la 
Junta, conforme a lo dispuesto en la Regla 4 de este Reglamento, 
podrá ser objeto, entre otros, de los siguientes: 

 i) procedimientos en su contra para obligar el cumplimiento 
con la ley;  

ii) la imposición del pago de costas, gastos y honorarios de 
abogado incurridos en dichos procedimientos;  
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iii) la imposición de multas administrativas hasta un máximo 
de veinticinco mil dólares ($25,000.00) por cada violación. 

En el caso de una violación continua, cada día que transcurra 
constituirá una ofensa por separado, pero el total de la multa 
no excederá de doscientos cincuenta mil dólares 
($250,000.00), en ningún caso.9 

Regla 7, Reglamento Núm. 7486. (Énfasis y subrayado nuestro). 

 

Nótese que este último párrafo de la Regla 7 del Reglamento 7486 

adopta para la violación relativa a la falta de informar sus ingresos, un 

lenguaje que la Ley 213-1996 únicamente aprobó para los casos en que 

la estructura de precios y cargos de las compañías de 

telecomunicaciones o de cable no esté basada en los costos. Solo en 

estos casos, la Ley 213 autoriza la imposición de multas administrativas 

hasta un máximo de $25,000.00 por cada violación y advierte que en 

estos casos cada día que transcurre constituye una ofensa por 

separado, por lo que la multa puede ascender hasta $250,000.00. 27 

L.P.R.A. § 269f(d). Énfasis nuestro.  

Esta es la dificultad mayor que presenta este caso respecto a la 

validez de la actuación impugnada por Liberty.  

Es decir, para el caso en que la compañía no someta “la 

información requerida por la Junta en la forma y en los formularios que 

determine, 27 L.P.R.A. § 267j(d), la Ley 213 solo autoriza a la Junta a 

imponer como medida punitiva multas administrativas razonables, por 

violaciones a su ley habilitadora, reglamentos y órdenes, hasta un 

máximo de $25,000.00 por violación. 27 L.P.R.A. § 267f(b); Caribe 

Comms., Inc. v. P.R.T. Co., 157 D.P.R., págs. 220-221. No se extiende la 

violación a cada día que transcurra sin someter la información requerida. 

Respecto a la falta de presentación de los informes, la Regla 7 

                                                 
9
 Aunque el Art. II-7(b)(1) de la ley Núm. 213 de 1996 se limita a indicar que el límite por 
violación es $25,000.00, el Art. III-7(d) es el que habla de “violación continua” y faculta 
a la Junta Reglamentadora a imponer multas hasta un límite de $250,000.00 en las 
siguientes instancias: 

(d) Cuando la Junta determine que la estructura de precios y/o cargos no está 
basada en costos, la Junta podrá ordenar la suspensión permanente de tales 
precio3s y cargos y además imponer multas administrativas hasta un máximo de 
veinticinco mil dólares ($25,000) por cada violación a este capítulo. En el caso 
de una violación continua, cada día que transcurra constituirá una ofensa por 
separado, pero el total de la multa impuesta no excederá de doscientos 
cincuenta mil dólares ($250,000) en ningún caso. 

  27 L.P.R.A. § 269f. 
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efectivamente contiene un lenguaje más oneroso y extensivo que lo que 

autoriza la ley habilitadora. Retomamos este asunto más adelante. 

- C - 

 Con el fin de establecer un procedimiento uniforme en la 

imposición de multas administrativas y el trámite de solicitudes de 

prórrogas que las compañías de telecomunicaciones y cable someten 

para la entrega de los estados financieros auditados y el formulario 

declarativo, el 13 de agosto de 2008 la Junta Reglamentadora emitió la 

Orden Administrativa JRT-2008-OA-005, para lo que está facultada por la 

ley.  

 Al amparo de la precitada Regla 4(e) del Reglamento 7486, 

dispuso el siguiente procedimiento: 

A toda prórroga (sic) solicitada para presentar estados financieros 
auditados y el formulario Declaración de Ingresos Brutos Anuales 
de Compañías de Telecomunicaciones, será presentada dentro 
de 30 días de la fecha de cierre del año económico. De 
concederse, será por un máximo de 45 días desde la conclusión 
de 120 días a contarse desde la fecha de cierre del año 
económico. De no someterse los estados financieros auditados y 
el formulario dentro del término anteriormente establecido, se 
impondrá una multa de hasta Quinientos Dólares ($500.00) y se 
concederá una prórroga adicional de 30 días para el pago de la 
multa y presentación del estado financiero y el formulario. Si en 
los 30 días no cumplieran, se impondrá una multa adicional de 
hasta Mil Dólares ($1,000.00), y así sucesivamente hasta la 
conclusión del año económico. 

La Junta podrá evaluar el incumplimiento en cualquier etapa del 
procedimiento descrito contra la compañía y, de así entenderlo, 
podrá emitir Orden Para Mostrar Causa para que demuestre 
causa por la cual no deba ser descertificada por no presentar los 
estados financieros auditados y el formulario Declaración de 
Ingresos Brutos Anuales de Compañías de Telecomunicaciones. 

 
 Dicha Orden Administrativa fue enmendada el 26 de noviembre de 

2013, toda vez que la anterior fue objeto de “constante incumplimiento” 

por parte de las compañías de telecomunicaciones y de cable. La 

enmienda consistió en el aumento de las multas administrativas 

anunciadas para cada etapa. La Orden vigente establece lo siguiente: 

De no someterse los estados financieros auditados y el formulario 
dentro del término anteriormente establecido, se impondrá una 
multa de hasta Cinco Mil Dólares ($5,000.00) y se concederá una 
prórroga adicional de 30 días para el pago de la multa y 
presentación del estado financiero y el formulario. Si en los 30 
días no cumplieran, se impondrá una multa adicional de hasta 
Cinco Mil Dólares ($5,000.00), y así sucesivamente hasta la 
conclusión del año económico. 
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 De interpretarse correctamente el esquema de imposición de la 

multa final, cada 30 días de prórroga reiterada en los que se perpetúe el 

incumplimiento se impondrá una multa adicional de $5,000. Por eso el 

prorrateo mensual en las multas notificadas a Liberty.   

 Como se sabe, la Sección 1.3 de la Ley Núm. 170 de 12 de agosto 

de 1988, Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, define regla 

como “cualquier norma o conjunto de normas de una agencia que sea de 

aplicación general que ejecute o interprete la política pública o la ley, o 

que regule los requisitos de los procedimientos o prácticas de una 

agencia que tenga fuerza de Ley. El término incluye la enmienda, 

revocación o suspensión de una regla existente”. 3 L.P.R.A. § 2102(l).  

 De otro lado, cuando el estatuto habla de reglamentación, se 

refiere al “procedimiento seguido por una agencia para la formulación, 

adopción, enmienda o derogación de una regla o reglamento”. 3 L.P.R.A. 

§ 2102(m). A través de la facultad que confiere la Asamblea Legislativa 

para que las agencias administrativas aprueben reglas y reglamentos, 

estas delimitan los contornos de los poderes a ellas delegados y dan 

contenido y precisión a la política pública delineada en su ley habilitadora. 

Demetrio Fernández Quiñones, 106 Derecho Administrativo y Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (2ª ed. Forum 2001).  

 En la formulación y aprobación de sus normas, la LPAU impone a 

las agencias un procedimiento, cuyo incumplimiento sustancial vicia de 

nulidad la propia reglamentación administrativa. 3 L.P.R.A. § 2127. Por 

tanto, la validez de las reglas está sujeta a los siguientes criterios: (1) 

notificar al público la adopción de la reglamentación; (2) proveer una 

oportunidad para la participación ciudadana; (3) mantener un expediente 

oficial; (4) presentar la reglamentación ante el Departamento de Estado 

para la aprobación por su Secretario; y (5) publicar la reglamentación. 3 

L.P.R.A. §§ 2121-2126; 2128; 2131; véase, Mun. de San Juan v. J.C.A., 

152 D.P.R. 673, 690-691 (2000).  
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 El ordenamiento clasifica las reglas en tres categorías, a saber: (1) 

las que formulan política pública; (2) las que ejecutan o interpretan la ley; 

y (3) las que establecen procedimientos. Fernández Quiñones, Op. Cit., 

pág. 109. Sin embargo, solo las denominadas reglas legislativas activan 

el procedimiento de reglamentación estatuido en la LPAU, ya que son las 

que “impacta[n] directamente a los ciudadanos en general y obliga[n] con 

fuerza de ley a la agencia”. Mun. de San Juan v. Jta. Planificación, 189 

D.P.R. 895, 904 (2013); Centro Unidos Detallistas v. Com. Serv. Pub., 

174 D.P.R. 174, 182 (2008).  

 La regla legislativa tiene el efecto de crear derechos, imponer 

obligaciones y establecer un patrón de conducta que tiene fuerza de ley. 

Según la doctrina legal sentada sobre el tema por el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico, la importancia que reviste esta categoría de reglamentación 

radica en el efecto que esa norma puede acarrear para el público en 

general, ya que estas reglas modifican y alteran los derechos de los 

individuos. Las reglas legislativas deben entonces, por su valor normativo, 

ajustarse a los criterios establecidos para la reglamentación formal.  

Por el contrario, las reglas interpretativas no requieren del 

cumplimiento procesal antes reseñado. Agosto Serrano v. FSE, 132 

D.P.R. 866, 873 (1993). Generalmente las reglas interpretativas se 

adoptan para cumplir o implantar la política pública a cargo de la agencia 

y pueden aprobarse, modificarse o abolirse según las circunstancias y 

necesidades institucionales. Entre esas reglas se hallan: (1) las reglas 

relacionadas con la administración interna de la agencia, que no afectan 

directa y sustancialmente los derechos o los procedimientos o prácticas 

disponibles para el público en general; (2) las formas e instrucciones, 

declaraciones interpretativas y declaraciones de política general, que son 

meramente explicativas y no tienen ningún efecto legal. Véase Mun. de 

San Juan v. J.C.A., 152 D.P.R. pág. 691; González v. E.L.A., 167 D.P.R. 

400, 411 (2006). 
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De hecho, el propio estatuto uniformador excluye del procedimiento 

de reglamentación a las reglas relacionadas con la administración interna 

de la agencia, que no afectan directa y sustancialmente los derechos o 

los procedimientos o prácticas disponibles para el público en general; y a 

aquellas instrucciones, declaraciones interpretativas o de política general, 

de naturaleza explicativas y que no tienen ningún efecto legal. Mun. de 

San Juan v. J.C.A., 152 D.P.R., pág. 691; véase, 3 L.P.R.A. § 2102(l)(1-

2). Sobre estas reglas, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado 

que han sido “creadas cuando las agencias administrativas aprueban 

directrices u otras reglamentaciones informales con el propósito de darle 

uniformidad a sus propios procesos, pautar la discreción administrativa u 

otros fines internos”. Id., págs. 691-692. Estas normas, no obstante, son 

de aplicación general, vinculan administrativamente y pueden ser 

modificadas judicialmente. Agosto Serrano v. Fondo, 132 D.P.R., pág. 

873. Énfasis nuestro. 

 Finalmente, las reglas o reglamentos promulgados por las 

agencias están sujetos a la revisión judicial. Al respecto, los foros 

revisores deben evaluar lo siguiente: (1) si la actuación administrativa 

está autorizada por ley; (2) si se delegó el poder de reglamentación; (3) si 

la reglamentación promulgada está dentro de los poderes amplios 

delegados; (4) si al aprobarse el reglamento se cumplió con las normas 

procesales; y (5) si la reglamentación es arbitraria y caprichosa. 

Fernández Quiñones, Op. Cit., pág. 130; Franco v. Depto. de Educación, 

148 D.P.R. 703, 711 (1999).  

III 

En su segundo señalamiento de error, la parte recurrente en el 

presente caso aduce que la Orden Administrativa JRT-2008-OA-005 es 

nula por constituir una regla legislativa que se aprobó sin haberse 

efectuado el procedimiento formal que la LPAU establece para ello. 

Arguye que la Orden impugnada no regula procesos, sino que afecta los 
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derechos y obligaciones de las compañías de telecomunicaciones y 

cable. 

De otro lado, la Junta Reglamentadora alega que es 

“incuestionable” su facultad en ley para adoptar reglas y reglamentos e 

imponer multas administrativas hasta un máximo de $25,000.00. Indica 

que el Reglamento Núm. 7486 cumplió con todos los requisitos de la 

LPAU; y que la Orden Administrativa no altera los derechos ni las 

obligaciones de las compañías sujetas a su jurisdicción. Añade que la 

Orden cuestionada trata sobre unas reglas procesales que atienden de 

manera uniforme cómo se va a implantar la facultad delegada a la Junta 

Reglamentadora —que emana de la ley habilitadora y la 

reglamentación— con respecto al otorgamiento de prórrogas y la 

imposición de multas administrativas. Razona que el texto establecido en 

la Orden Administrativa no guarda incompatibilidad con las fuentes de 

autoridad de la Junta Reglamentadora, esto es, la Ley 213-1996 y el 

Reglamento Núm. 7486.  

Conforme el Derecho antes expuesto, resolvemos que la Orden 

Administrativa JRT-2008-OA-005, original y enmendada, no es una regla 

legislativa que tenga que someterse a los criterios establecidos para la 

aprobación de ese tipo de regulación. Distinto a lo resuelto en un caso 

anterior — Worldnet Telecommunication, Inc. v. Junta Reglamentadora de 

Telecomunicaciones de Puerto Rico, Caso KLRA20160026, sentencia de 

31 de marzo de 2016—, en un análisis más detenido de esta cuestión, nos 

percatamos de que, en este asunto en particular, la Junta Reglamentadora 

tiene razón en su planteamiento. Erramos al decidir de manera contraria en 

esa ocasión. No obstante, la decisión emitida en el caso KLRA20160026 no 

dista mucho del resultado del presente pleito, como veremos de inmediato. 

Entendemos que la Orden Administrativa JRT-2008-OA-005 solo 

extiende discrecionalmente, a petición de parte, los plazos en los que las 

compañías deben entregar sus informes anuales. Incluso, les extiende 

progresivamente el plazo de cumplimiento, aunque con igual tipo de 
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medida sancionadora. Es esta una prerrogativa administrativa que la 

Junta Reglamentadora adoptó para beneficio de la industria y para 

propiciar el cumplimiento de la ley. Así, una compañía puede presentar 

sus informes fuera del plazo establecido en la Ley 213-1996 y el 

Reglamento Núm. 7486, sin sanción alguna, si lo hace dentro de la 

prórroga concedida por el organismo administrativo. Si se vence la 

prórroga, sin presentar los informes, entonces se le imponen las multas 

autorizadas por ley y reglamento. Las multas se imponen a partir del 

vencimiento de la prórroga, lo que es más beneficioso para la industria 

que si se hiciera retroactivamente a la fecha en que debieron entregarse 

los informes originalmente.  

Es decir, la Orden Administrativa JRT-2008-OA-005 solo organiza 

administrativamente, de manera favorable para la industria, la entrega 

oportuna de los estados financieros auditados y el formulario declarativo, así 

como el modo uniforme en que la Junta ha de imponer las multas por la 

presentación tardía de la información económica, que tanto la Ley 213-1996 

como el Reglamento Núm. 7486 le autorizan.  

La Orden Administrativa no afecta directa ni sustancialmente los 

derechos, procedimientos o prácticas disponibles para la industria de las 

telecomunicaciones a la que va dirigida, que no hayan sido ya cubiertos por 

la ley habilitadora de la Junta y por su reglamento. Por tanto, Liberty no 

puede basar su recurso de revisión judicial en el argumento de que la Orden 

Administrativa JRT-2008-OA-005 es nula por constituir una regla 

legislativa que no se aprobó de conformidad con lo que exige la LPAU.    

Tal como fue expresado antes, la Ley 213-1996 le confiere autoridad 

a la Junta Reglamentadora para imponer multas administrativas razonables 

por violaciones a la estatuto, sus reglamentos u órdenes, hasta un máximo 

de $25,000.00 por violación”. 27 L.P.R.A § 267f(b)(1). También faculta a 

la Junta para aprobar, enmendar o derogar reglamentos con fuerza de ley, 

según estime pertinentes para cumplir con la política pública de la Agencia. 

27 L.P.R.A § 267f(a). Asimismo, está autorizada en ley para imponer a las 
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compañías de la industria de telecomunicaciones cargos anuales para 

sufragar los gastos operacionales.  La Junta aprobó el Reglamento Núm. 

7486 con ese propósito. La Regla 4 del Reglamento Núm. 7486, al repetir lo 

que estatuye la ley habilitadora, ordena a las compañías a informar su 

ingreso bruto anual mediante el formulario denominado Declaración de 

Ingresos Brutos Anuales de Compañías de Telecomunicaciones, que 

deberá entregarse dentro de los sesenta días siguientes al cierre del año 

económico. Si la compañía tuviera un ingreso bruto que excediera el 

millón de dólares, entonces, tendrá 120 días desde el cierre de su año 

económico para presentar el informe. La fecha de cierre la determina 

cada compañía; no la impone el estatuto.  

Conforme se desprende de la propia Orden, en el pasado, la Junta 

concedía prórrogas, caso a caso, a los miembros de la industria que las 

solicitaban. Nadie se quejó de esas concesiones. Luego, la Junta decidió, 

administrativamente, que debía uniformar dicha práctica. Aprobó para ello 

la Orden Administrativa JRT-2008-OA-005. Salvo que la ley lo prohíba o 

la naturaleza del plazo no lo permita (por ejemplo, un plazo de 

caducidad), cualquier ente administrativo o judicial puede extender un 

término de cumplimiento. Es una facultad inherente a la gestión 

reguladora o adjudicativa. No se requiere la aprobación de un reglamento 

para anunciar o autorizar una prórroga.  

Ahora, en lo que atañe a este caso, la Junta Reglamentadora 

entendió que debía uniformar la concesión de prórrogas y la imposición 

de multas, es decir, organizar su facultad inherente, para tratar por igual a 

todos los miembros de la industria. Por eso emitió la Orden Administrativa 

JRT-2008-OA-005 y la notificó a todas las compañías bajo su jurisdicción 

reguladora. Esta justificación surge de la propia Orden. La directriz 

administrativa no es la que establece ni impone las multas por 

presentación tardía de un informe anual, sino la ley habilitadora y la 

reglamentación aprobada en cumplimiento de la LPAU. Por lo tanto, el 

procedimiento y regulación establecidos en la Orden Administrativa JRT-
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2008-OA-005 no es una regla legislativa de las que requieren el 

cumplimiento de la LPAU, sino que responde a una regla procesal, cuyo 

fin es la uniformidad en la concesión de prórrogas e imposición de multas 

escalonadas. Ambas prerrogativas indefectiblemente se desprenden de 

las funciones delegadas a la Junta Reglamentadora mediante la Ley 213-

1996. 

No obstante, la adjudicación en favor de la validez esencial de la 

Orden Administrativa JRT-2008-OA-005, por su naturaleza procesal y 

administrativa, no resuelve, a nuestro juicio, la cuestión medular 

planteada, que es la actuación ultra vires de la Junta Reglamentadora por 

imponer multas en exceso de lo autorizado por la ley cuando se trata de 

la no rendición de informes de manera oportuna. Así lo plantea Liberty en 

los errores primero y tercero, en los que sostiene que la Junta 

Reglamentadora actuó ultra vires al imponer multas inaplicables al 

amparo de la Regla 7 del Reglamento Núm. 7486 y que dichas multas 

son irrazonables. Le asiste la razón. 

Como adelantado, la Sección 7.1 de la LPAU dispone que “[t]oda 

violación a las leyes que administran las agencias o a los reglamentos 

emitidos al amparo de las mismas podrá ser penalizada con multas 

administrativas que no excederán de cinco mil (5,000) dólares por cada 

violación”. 3 L.P.R.A. § 2201. Sin embargo, el estatuto uniformador 

establece que “[s]i la ley especial de que se trate dispone una penalidad 

administrativa mayor a la que se establece en esta sección, la agencia 

podrá imponer la penalidad mayor”. 

A estos efectos, la Ley 213-1996 facultó a la Junta 

Reglamentadora para imponer multas administrativas razonables, por 

violaciones a su ley habilitadora, reglamentos y órdenes, hasta un 

máximo de $25,000.00 por violación. 27 L.P.R.A. § 267f(b)(1). De igual 

forma, en una disposición legal diferente al Artículo II-11 del estatuto, del 

cual emana el Reglamento Núm. 7486, se autoriza a la Junta 

Reglamentadora a imponer una multa mayor, que no exceda los 
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$250,000.00. La cuantía de la multa se incrementa cuando la empresa de 

servicios de telecomunicaciones o cable incurra en una violación 

continua, en que cada día que transcurre constituye una ofensa por 

separado. Claro está, la penalidad anterior se limita a los casos en los 

que la Junta Reglamentadora determine que las compañías bajo su 

jurisdicción reguladora han establecido una estructura de precios y cargos 

que no esté basada en los costos. Ante estas circunstancias, además, el 

organismo administrativo puede suspender permanentemente las tarifas 

ilegales. 27 L.P.R.A. §269f(d). Esta disposición es cónsona con los fines 

de la Asamblea Legislativa, que aspira “el establecimiento de precios 

basados en el costo de los servicios prestados (“cost-based pricing”), a fin 

de que los consumidores paguen por los servicios que realmente reciben 

y con arreglo a lo que disponga o autorice la Ley Federal de 

Comunicaciones”. 27 L.P.R.A. § 265(l). 

En el caso ante nuestra consideración, no está en disputa que San 

Juan Cable presentó la información financiera del año económico 2010 el 29 

de junio de 2011; Liberty, por su lado, sometió los estados financieros 

auditados correspondientes a los años 2012 y 2013 ante la Junta el 16 de 

enero de 2015. Liberty admite el incumplimiento; y aduce que la omisión no 

se debe a su negativa a informar, sino que se debió a “error e inadvertencia”. 

Independientemente de ello, las multas se impusieron porque Liberty no 

presentó a tiempo sus informes anuales, sin causa justificada.10 Aunque 

alega que entregó los estados financieros y el formulario voluntariamente, 

es decir, que “no se negó a someter la información” como expresa la 

Regla 7, la realidad es que Liberty presentó los informes tardíamente.11 

Ya fuere porque Liberty solicitó la prórroga y no cumplió, o porque no la 

solicitó, lo que haría más patente su incumplimiento, la Junta 

                                                 
10

 El error o la inadvertencia no son excusables en estas circunstancias. 

11 La frase “se niegue a informar” no se ha interpretado por el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ni por este foro intermedio. La Junta la interpreta como que no presente 
los informes en el plazo establecido, aunque no exista un requerimiento previo. A 
nuestro juicio, el texto es claro y sostiene razonablemente esa interpretación, pues la 
propia ley dice que la compañía “someterá la información requerida por la Junta en la 
forma y en los formularios que determine esta”. 27 L.P.R.A. § 267j(d). 
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Reglamentadora actuó dentro del marco de sus facultades al multar a 

Liberty, por no presentar el formulario ni los estados financieros auditados 

dentro del término reglamentario dispuesto en la Ley, el Reglamento y en la 

Orden Administrativa.  

Es indiscutible que la presentación tardía de la información 

económica requerida a las compañías es una violación que acarrea una 

penalidad administrativa, según lo dispone la ley y la reglamentación. 

Debe recordarse que esta información es crucial para establecer los 

cargos que las empresas deben aportar para garantizar la continuidad de 

la importante labor de la Junta Reglamentadora. Así, la precitada Regla 7 

dispone sobre la imposición de multas hasta un máximo de $25,000.00.  

Ahora bien, a renglón seguido, la Regla 7 establece que la cuantía 

puede ascender hasta $250,000.00 en los casos de violación continua, en 

que cada día que transcurre se considera una ofensa por separado. Al 

amparo de esta disposición, la Junta Reglamentadora le impuso a Liberty 

una multa de $188,851.73, mediante la resolución de 17 de septiembre de 

2015, que es la que revisamos.  

Concluimos que, en ejercicio de su gestión reguladora y 

fiscalizadora, la Junta Reglamentadora podía imponerle a Liberty las 

multas que ordena la ley habilitadora y se regulan por reglamento, siempre 

que no excediera la cuantía establecida por la Legislatura: $25,000.00 por 

violación. La Regla 7 del Reglamento Núm. 7486 no puede imponer 

multas superiores a $25,000.00 por el incumplimiento del deber de 

informar de las compañías de cable y telefonía, aunque se extienda en el 

calendario. La violación es una: no someter el informe financiero para 

determinado periodo. Puede la Junta imponer el monto máximo, de 

manera escalonada, si así lo advierte —quien puede lo más, puede lo 

menos—, pero nunca en exceso de esa cuantía para el año 

correspondiente. Incluso, la imposición escalonada beneficia a la 

industria, pues a menos plazo de incumplimiento, menor la cuantía de la 

sanción. Sin embargo, esa multa, respecto a cada informe anual, que es 



 
 
 
KLRA201600112    

 

19 

la violación que sanciona la ley en materia de informes económicos, no 

puede exceder los $25,000. 

En este caso, la Junta Reglamentadora se excedió del límite de 

multas autorizado por el estatuto que le rige. La ley habilitadora únicamente 

autoriza multas mayores en los casos de violaciones continuas 

relacionadas con la estructura de precios y cargos, que sean contrarios al 

estatuto por no basarse en los costos. Reiteramos, el estatuto solo 

dispone para la imposición de sanciones punitivas por violaciones 

continuas, hasta $250,000.00, exclusivamente para los casos en los que 

la Junta determine que la estructura de precios y cargos de la compañía 

de telecomunicaciones no está basada en costos. 

Es forzoso concluir que la última oración de la Regla 7 del 

Reglamento Núm. 7486 es nula. La Junta Reglamentadora está impedida 

por ley a establecer multas superiores de $25,000.00, salvo en las 

circunstancias que la propia ley especifica. Ya identificamos esas 

circunstancias.  

Resolvemos que la Junta Reglamentadora incurrió en el primer y el 

tercer señalamientos de error. La multa ascendente a $188,851.73 no 

procede por ser ultra vires, toda vez que fue impuesta en contravención a 

la Ley 213-1996, que autoriza a la Junta Reglamentadora a imponer 

multas hasta un máximo de $25,000.00, por violación de la obligación de 

presentar los informes económicos anuales en determinado plazo. En 

consecuencia, se revoca la resolución y orden recurridas porque la suma 

de las multas impuestas a Liberty por cada incumplimiento respecto a un 

mismo año económico excede los $25,000.00, que es el monto máximo 

impuesto por la ley habilitadora. Aunque la Junta tiene facultad para emitir 

la Orden Administrativa Enmendada JRT-2008-OA-005, las multas 

impuestas por su incumplimiento no pueden exceder ese monto por la 

totalidad de las infracciones relativas a una misma violación.  

Cabe aclarar que esta decisión no incide sobre la legalidad del 

resto de la reglamentación, la cual cuenta con una cláusula de 
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separabilidad. Tampoco afecta la capacidad de la Junta Reglamentadora 

para regular la imposición de multas por el incumplimiento del deber de 

informar de las compañías de telecomunicaciones y cable, por medio de 

órdenes administrativas como la aquí impugnada, condicionada 

únicamente por el límite que establece el estatuto.  

IV 

 Por los fundamentos antes expresados, los cuales hacemos formar 

parte de esta sentencia, se anula la última oración de la Regla 7 del 

Reglamento sobre imposición de cargos a las compañías de 

telecomunicaciones, Reglamento Núm. 7486, por ser incompatible con la 

Ley Núm. 213 de 12 de septiembre de 1996, según enmendada, Ley de 

Telecomunicaciones de Puerto Rico de 1996. En consecuencia, se 

revoca la resolución y orden recurridas y se devuelve el caso a la 

atención de la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones de Puerto 

Rico para que actúe sobre el incumplimiento de la parte recurrente de 

manera consistente con los pronunciamientos hechos en este dictamen.  

 Notifíquese de inmediato por correo ordinario. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Jueza Ortiz Flores disiente con opinión 

escrita. 

  

 
 
                                                        Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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Número: FC-27, FC-38, 
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FC-23 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 

VOTO DISIDENTE DE LA JUEZ ORTIZ FLORES 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Disiento de la determinación tomada por la mayoría del Panel que 

dispuso lo siguiente: 

[S]e anula la última oración de la Regla 7 del Reglamento 
sobre imposición de cargos a las compañías de 
telecomunicaciones, Reglamento Núm. 7486, por ser 
incompatible con la Ley Núm. 213 de 12 de septiembre de 
1996, según enmendada, Ley de Telecomunicaciones de 
Puerto Rico de 1996. En consecuencia, se revoca la 
resolución y orden recurridas y se devuelve el caso a la 
atención de la Junta Reglamentadora de 
Telecomunicaciones de Puerto Rico para que actúe sobre el 
incumplimiento de la parte recurrente de manera consistente 
con los pronunciamientos hechos en este dictamen.12 
 
Con el beneficio de la comparecencia de las partes, procedo a 

esbozar los hechos pertinentes y a discutir el derecho aplicable, a los 

fines de exponer los fundamentos que sostienen mi voto disidente. 

I. RELACIÓN DE HECHOS Y SEÑALAMIENTOS DE ERROR 

El 29 de junio de 2011 Onelink13 sometió a la Junta 

Reglamentadora de Telecomunicaciones (Junta) los estados financieros 

auditados del año 2010.14 Además, el 16 de enero de 2015 Liberty 

Cablevision, Inc. (Liberty) sometió ante la Junta los estados financieros 

auditados correspondientes a los años 2012 y 2013.15 Liberty informó que 

                                                 
12

 Véase, Sentencia del recurso del epígrafe (KLRA201600112), pág. 20. 
13

 San Juan Cable LLC h/n/c OneLink (OneLink) fue fusionada con Liberty en noviembre 
de 2012, y quedó una sola corporación registrada en el Departamento de Estado bajo el 
número de registro de OneLink y el nombre de Liberty. 
14

 Apéndice del recurso, Anejo 1, pág. 1. 
15

 Id. 
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por error e inadvertencia no presentó los estados financieros dentro del 

término dispuesto por la Junta.16  

Ocho meses después, el 17 de septiembre de 2015, la Junta emitió 

una Resolución y orden en la cual impuso una multa de $188, 851.73 a 

Liberty porque no presentó los estados financieros auditados antes 

referidos dentro del término  reglamentario dispuesto bajo el Reglamento 

Sobre Imposición de Cargos a las Compañías de Telecomunicaciones, 

Reglamento 7486, y en la Orden Administrativa JRT-2008-OA-005, 

original y enmendada.  

Inconforme, el 7 de octubre de 2015, Liberty presentó una Moción 

de Reconsideración la cual fue acogida por la Junta pero no fue resuelta 

dentro del término de 90 días que provee la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170-1988, según enmendada (LPAU). 

Oportunamente, Liberty recurre ante nosotros mediante recurso de 

revisión en el cual expone los siguientes señalamientos de errores: 

PRIMER SEÑALAMIENTO DE ERROR: ERRÓ LA JUNTA 
REGLAMENTADORA DE TELECOMUNICACIONES AL 
IMPONERLE MULTAS A LIBERTY AL AMPARO DE LA 
REGLA 7 DEL REGLAMENTO SOBRE IMPOSICIÓN DE 
CARGOS, QUE NO ES APLICABLE Y, MÁS AÚN, ES 
ULTRA VIRES. 
 
SEGUNDO SEÑALAMIENTO DE ERROR: ERRÓ LA 
JUNTA REGLAMENTADORA DE 
TELECOMUNICACIONES AL IMPONERLE MULTAS A 
LIBERTY A LA LUZ DE LA ORDEN ADMINISTRATIVA 
NÚM. JRT-2008-OA-0005, QUE SE APROBÓ SIN LLEVAR 
A CABO EL PROCEDIMIENTO FORMAL ESTABLECIDO 
EN LA LPAU PARA LA FORMULACIÓN Y APROBACIÓN 
DE REGLAS LEGISLATIVAS. 
 
TERCER SEÑALAMIENTO DE ERROR: ERRÓ LA JUNTA 
AL IMPONER MULTAS A LIBERTY QUE SON 
IRRAZONABLES Y QUE CONDUCEN A LA COMISIÓN DE 
UNA INJUSTICIA. 

 

II. DERECHO APLICABLE 

  
 Es doctrina firmemente establecida en nuestra jurisdicción que la 

Asamblea Legislativa puede delegar a las agencias administrativas la 

autoridad para aprobar reglamentos con fuerza de ley, siempre y cuando 

estén dentro del ámbito de su competencia. Asoc. Fcias. Com. v. Depto. 
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de Salud, 156 D.P.R. 105, 130 (2002). También es sabido que la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), Ley Núm. 170 de 12 de 

agosto de 1988, 3 L.P.R.A. secs. 2101 et. seq., según enmendada, define 

el concepto de regla o reglamento como cualquier norma o conjunto de 

normas de una agencia que sea de aplicación general, que ejecute o 

interprete la política pública o la ley, o que regule los requisitos de los 

procedimientos o prácticas de una agencia”. 3 L.P.R.A. sec. 2102(l). 

Además de contener dicha definición, la citada ley exige que al aprobar, 

enmendar o derogar una regla o reglamento, las agencias cumplan con 

ciertos requisitos procesales. 3 L.P.R.A. sec. 2121. Asociación de 

Maestros de Puerto Rico v. Comisión, 159 D.P.R. 81 (2003). 

Específicamente, requiere la celebración de un procedimiento formal que 

incluya (i) notificarle al público de la reglamentación a adoptarse, (ii) 

conceder una oportunidad razonable para la participación ciudadana, de 

modo que los interesados sometan comentarios por escrito, (iii) que la 

reglamentación adoptada se presente ante el Departamento de Estado 

para la aprobación por el Secretario, y (iv) que sea publicada. Municipio 

de San Juan v. J.C.A., 152 D.P.R. 673 (2000).  Véase además, 3 L.P.R.A. 

secs. 2121-2123. 

Según se desprende de la LPAU y de su jurisprudencia 

interpretativa, existen distintas categorías de reglas o reglamentos: reglas 

procesales, reglas interpretativas y reglas legislativas. Por tal razón, cabe 

aclarar que no todas las reglas adoptadas por una agencia requieren el 

cumplimiento de los mencionados requisitos procesales para su validez.  

Dicho de otro modo, el procedimiento a seguir para la aprobación, 

derogación o enmienda de una regla en particular, dependerá de la 

categoría a que pertenezca. Asociación de Maestros de Puerto Rico v. 

Comisión, supra.  Así, la LPAU expresamente excluye las siguientes 

categorías del procedimiento formal de reglamentación: 

(1) Reglas relacionadas con la administración interna de la 
agencia que no afectan directa y sustancialmente los 
derechos o los procedimientos o prácticas disponibles 
para el público en general. 
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(2) Formularios e instrucciones, declaraciones 

interpretativas y declaraciones de política general, que 
son meramente explicativas y no tienen ningún efecto 
legal. 3 L.P.R.A. sec. 2102 (l)(1) y (2).   

 
 La mencionada excepción responde a que estas categorías, 

generalmente denominadas como reglas interpretativas o procesales, 

“constituyen pronunciamientos administrativos que no tienen fuerza de ley 

y, por lo tanto, no vinculan a la agencia ni crean derechos sustantivos o 

procesales en los cuales el ciudadano puede confiar”. González v. E.L.A, 

167 D.P.R, 400, 411 (2006). Por el contrario, las reglas legislativas son 

aquellas que dan “contenido sustantivo detallado a alguna norma 

estatutaria general o de algún otro modo complementa[n] normativamente 

el esquema legislativo” y “[s]u propósito es crear derechos, imponer 

obligaciones y establecer un patrón de conducta que tiene fuerza de ley.” 

Hernandez v. Col. Optómetras, 157 DPR 332, 344 (2002) que cita a: 

Agosto Serrano v. F.S.E., 132 D.P.R. 866 (1993); Asoc. Fcias. Com. v. 

Departamento de Salud, supra; Mun. de San Juan v. J.C.A., supra. 

Debido a los efectos que puede acarrear para el público en general, para 

que una reglamentación legislativa sea vinculante, de modo que se 

entienda que determina derechos, deberes y obligaciones de las 

personas sujetas a la jurisdicción de la agencia, tiene que aprobarse 

mediante el procedimiento formal que dispone la LPAU, mencionado 

anteriormente. Hernandez v. Col. Optometras, supra, pág. 344. 

III. DISCUSIÓN DE LOS SEÑALAMIENTOS DE ERRORES 
 

En el primer y segundo señalamiento de error, LIberty expone 

que la Junta incidió al imponerle multas al amparo de la Regla 7 del 

Reglamento Sobre Imposición de Cargos a las Compañías de 

Telecomunicaciones, Reglamento 7486, y de la Orden Administrativa 

JRT-2008-OA-005, original y enmendada. Añade en el segundo 

señalamiento de error que la Orden Administrativa JRT-2008-OA-005, 

original y enmendada se aprobó sin llevar a cabo el procedimiento  

formal establecido en la LPAU para la formulación y aprobación de 
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reglas legislativas. Por último,  en el tercer señalamiento de error Liberty 

reclama que la Junta se equivocó al imponerle multas que son 

irrazonables y que conducen a la comisión de una injusticia. Por 

estar relacionados, vamos a discutir los señalamientos de errores de 

forma conjunta. 

Liberty argumenta que la referida Orden Administrativa, por su 

contenido, constituye una regla legislativa que debió ser aprobada 

mediante el procedimiento formal que ordena la LPAU. En ausencia del 

cumplimiento con los requisitos formales para la aprobación de 

reglamentos, sostiene que las multas dispuestas en la orden son nulas. 

La corporación recurrente expone que de la Resolución y orden recurrida 

surge que presentó los informes financieros auditados de forma 

voluntaria, que no ignoró orden alguna de la Junta requiriéndole que 

cumpliera y que no se le notificó orden alguna de mostrar causa sobre 

incumplimiento.  

Por otro lado, arguye que no procede la multa impuesta en la 

Resolución y orden recurrida porque la Regla 7 del Reglamento Sobre 

Imposición de Cargos a las Compañías de Telecomunicaciones es ultra 

vires al exceder el máximo dispuesto en la Ley de Telecomunicaciones 

de Puerto Rico. Es decir, que la Junta erró al adoptar un procedimiento 

uniforme para tramitar las solicitudes de prórroga y para imponer multas, 

sin haber cumplido con el procedimiento dispuesto en la LPAU, a 

pesar de que constituyó una enmienda al Reglamento 7486.  

Debemos resolver si una agencia puede enmendar un 

reglamento debidamente aprobado bajo la LPAU mediante una orden 

administrativa y establecer nuevas reglas legislativas sin seguir los 

procedimientos establecidos en la LPAU para su aprobación. Sin 

duda alguna, según el derecho ya expuesto, la respuesta a dicha 

interrogante es en la negativa. Sin embargo, dicha interrogante no 

dispone de la controversia ante nuestra consideración, pues la cuestión 

que se nos plantea requiere dilucidar si la Orden Administrativa, y su 
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posterior enmienda, constituyen reglas legislativas o si, como alega la 

Junta, constituyen una mera interpretación de las disposiciones de ley y 

reglamentos que rigen a la agencia.  

Este ejercicio analítico requiere que examinemos si la Orden 

Administrativa tiene algún efecto sobre los derechos o las 

obligaciones de la ciudadanía. De ser así, o de entenderse que es 

irreconciliable con una regla legislativa existente y que constituye una 

enmienda a esta última, debe ser considerada de naturaleza legislativa. 

Municipio de San Juan v. J.C.A., supra; Asociación de Maestros de 

Puerto Rico v. Comisión, supra.  Veamos. 

No existe controversia sobre el hecho de que la Junta 

Reglamentadora de Telecomunicaciones tiene autoridad para emitir 

reglamentos con fuerza de ley, así como para enmendar o aprobar los 

reglamentos que estime pertinente para cumplir con la política pública de 

la Agencia. Así, la Ley 213-1996 confiere el poder a la Junta de “imponer 

multas administrativas razonables por violaciones a este capítulo, sus 

reglamentos y órdenes, hasta un máximo de veinticinco mil dólares 

($25,000) por violación.” 27 L.P.R.A sec. 267f (b)(1). Sin embargo, 

tampoco está en duda el hecho de que, en el ejercicio de tal autoridad 

conferida, la Junta debe cumplir con los requisitos procesales 

mencionados en el acápite anterior.  

En este contexto, la Junta alega que la Orden Administrativa no 

constituye una regla legislativa, sino una regla interpretativa. En esencia, 

su argumento apunta a que las multas esbozadas en la orden constituyen 

una interpretación de la agencia sobre las ya dispuestas en el  

Reglamento 7486. Para ello, citan la Regla 7 del citado reglamento, que 

dispone lo siguiente:   

Cualquier compañía de telecomunicaciones que se niegue a 
informar sus ingresos brutos anuales en la forma dispuesta 
por la Junta, conforme a lo dispuesto en la Regla 4 de este 
Reglamento, podrá ser objeto, entre otros, de los siguientes: 
i) procedimientos en su contra para obligar el cumplimiento 
con la ley; ii) la imposición del pago de costas, gastos y 
honorarios de abogado incurridos en dichos procedimientos; 
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iii) la imposición de multas administrativas hasta un máximo 
de veinticinco mil dólares ($25,000.00) por cada violación. 
 
En el caso de una violación continua, cada día que 
transcurra constituirá una ofensa por separado, pero el total 
de la multa no excederá de doscientos cincuenta mil dólares 
($250,000.00), en ningún caso.17 
 

 Luego de comparar el lenguaje del citado inciso del Reglamento 

7486 con lo dispuesto en la Orden Administrativa y su enmienda, hemos 

llegado a la conclusión de que no se trata de una mera regla 

interpretativa que uniforma las disposiciones del citado reglamento, 

sino que constituye una regla legislativa. Como es de notar, el citado 

Reglamento contiene una multa a ser impuesta a las compañías que 

se nieguen a entregar el informe sobre los ingresos brutos anuales, hasta 

un máximo de $25,000.00, pero nada dispone sobre una situación 

como la que originó la controversia de autos. Es decir, el reglamento 

no faculta a la Junta a multar a las compañías que no entreguen el 

Estado Financiero Auditado dentro del término de la prórroga 

originalmente concedida. Además, la multa que impuso la Junta, 

amparándose en la Orden Administrativa Enmendada, asciende a 

$188,851.73, lo que excede los límites del citado Reglamento.  

 Así, la orden administrativa, al imponer obligaciones 

adicionales a las compañías de telecomunicaciones, creó una regla 

legislativa. No hay dudas de que al así hacerlo, la Junta obvió el 

proceso formal que dispone la LPAU para la adopción de reglamentos. 

Contrario a tal proceder, la Junta estaba llamada a notificarle al 

público sobre su intención de adoptar nuevas reglas, otorgarle un 

periodo de tiempo razonable y suficiente por si el público quería 

someter comentarios por escrito y, luego de adoptarla, notificarla al 

Departamento de Estado para su aprobación y posterior publicación. 

En ausencia de ello, es forzoso concluir que las multas impuestas 

mediante la citada Orden Administrativa son nulas, por lo que procede la 

                                                 
17

 La Regla 4 a la que se alude en el inciso anterior, ordena a las compañías a informar 
su ingreso bruto anual mediante in formulario de Declaración de Ingresos Brutos Anuales 
de Compañías de Telecomunicaciones, que deberá ser entregado dentro de los sesenta 
(60) días siguientes al cierre del año económico. 
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revocación de la  Resolución y orden emitida por la Junta el 17 de 

septiembre de 2015 y notificada el mismo día, mediante la cual la Junta 

le impuso  una multa de $188,851.73 a Liberty por no presentar unos 

informes financieros según lo dispuesto en el Reglamento 7486, y en la 

Orden Administrativa JRT-2008-OA-005, original y enmendada. 

Sin embargo, disiento de la determinación de la mayoría de 

este panel mediante la cual “anula la última oración de la Regla 7 del 

Reglamento Núm. 7486, por ser incompatible con la Ley Núm. 213 de 12 

de septiembre de 1996, según enmendada, Ley de Telecomunicaciones 

de Puerto Rico de 1996”, y de la determinación que  “devuelve el caso a 

la atención de la [Junta] para que actúe sobre el incumplimiento de 

la parte recurrente de manera consistente con los pronunciamientos 

hechos en [la Sentencia].”18 Es mi opinión que al determinar que 

procede la anulación de la Resolución y orden emitida por la Junta el 

17 de septiembre de 2015 se resuelve la controversia ante nosotros y 

no procede hacer determinación alguna adicional en cuanto a 

procedimientos ante la Junta, ni en cuanto a enmiendas a la Regla 7 del 

Reglamento Núm. 7486. Los señalamientos de errores fueron atendidos y 

resueltos con la revocación de la Resolución y orden recurrida. 

IV 
 

 Por los fundamentos antes expuestos, disiento de la determinación 

tomada por la mayoría del Panel. 

 

LAURA IVETTE ORTIZ FLORES 
Jueza de Apelaciones 
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 Véase, Sentencia del recurso del epígrafe (KLRA201600112), pág. 20. 
 


